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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone: 

a) Reformar la fracción XXX bis del artículo 33, el artículo 325, las 

fracciones I y II del artículo 410, las fracciones IV y V del artículo 

413, y adicionar el artículo 1° bis 1, las fracciones XXV bis y XLV 

bis 1 al artículo 2°, la fracción VIII bis 1 al artículo 33, la fracción I 

bis 1 al artículo 38, un segundo, tercer y cuarto párrafo al artículo 

325, y se añade un segundo párrafo al artículo 414, todos del 

Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato. 

b) Adicionar un segundo y tercer párrafo al artículo 198 de la Ley 

para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado 

de Guanajuato. 

En virtud de lo anterior, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 
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Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 1 de julio 

de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 25, celebrada el 3 tres de julio del año 2025 dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de 

la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de recabar 

sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 
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respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 

este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo 

Parlamentario de Morena, a efecto de: 

c) Reformar la fracción XXX bis del artículo 33, el artículo 325, las 

fracciones I y II del artículo 410, las fracciones IV y V del artículo 

413, y adicionar el artículo 1° bis 1, las fracciones XXV bis y XLV 

bis 1 al artículo 2°, la fracción VIII bis 1 al artículo 33, la fracción I 

bis 1 al artículo 38, un segundo, tercer y cuarto párrafo al artículo 

325, y se añade un segundo párrafo al artículo 414, todos del 

Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato. 

d) Adicionar un segundo y tercer párrafo al artículo 198 de la Ley 

para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado 

de Guanajuato. 
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III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La iniciativa presentada visibiliza el derecho humano al agua 

dentro del marco jurídico estatal, incorporando el concepto de mínimo 

vital como un elemento esencial en contextos de escasez. La intención 

de garantizar un suministro básico gratuito a la población más 

vulnerable refleja un enfoque socialmente responsable y alineado con 

estándares internacionales, lo cual merece reconocimiento. Esta 

propuesta puede contribuir a fortalecer el compromiso del Estado de 

Guanajuato con la protección de los derechos fundamentales. 

Más, sería deseable que se analicen cuidadosamente algunos 

elementos operativos que pudieran generar complicaciones técnicas 

o jurídicas en su implementación. Por una parte, analizar que las 

modificaciones propuestas no interfieran con las competencias 

federales previstas en la Ley de Aguas Nacionales ni con las 

atribuciones exclusivas de la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), 

considerando que el agua es un bien nacional y su regulación básica 

corresponde al ámbito federal. Por otro lado, la propuesta de otorgar 

al Ayuntamiento la facultad directa para restringir el suministro de agua 

—en lugar de a los organismos operadores— merece un análisis 

detallado, ya que podría derivar en una reasignación tácita de 

funciones como la inspección, la determinación de adeudos y la 

ejecución de cobros, tareas que actualmente corresponden de 

manera especializada a los organismos operadores de agua. Esta 

reasignación podría generar conflictos prácticos y jurídicos en la 

operación diaria del servicio público, además, dicho cambio podría 
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ocasionar cargas adicionales de gestión para los Ayuntamiento, los 

cuales carecen en muchos casos de infraestructura o reglamentos 

propios para asumir dicha función directamente, y por eso lo hacen a 

través de los organismos operadores. 

La incorporación del derecho humano al agua es una medida 

valiosa, más sería recomendable revisar cuidadosamente los 

mecanismos propuestos para su gestión, procurando no afectar las 

competencias de los organismos operadores ni generar conflictos 

normativos que comprometan el acceso equitativo al recurso en el 

futuro. 

❖ Código Territorial para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato: 

 

De la exposición de motivos del Código Territorial para el Estado y 

los Municipios de Guanajuato, podemos desprender que se propuso 

introducir un modelo de ordenamiento territorial, a partir de un enfoque 

integral y sustentable, que impulsara un modelo de desarrollo basado 

en el territorio, permitiendo contar con un régimen jurídico que:  

• Unificaran los supuestos normativos que inciden en el 

ordenamiento del territorio;  

• Estimularan el uso y aprovechamiento sustentable del suelo y de 

los elementos naturales que conforman el medio ambiente del 

Estado;  

• Introdujeran alternativas jurídicas que permitieran incorporar 

medidas de desregularización sin que las autoridades desistan 
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de cumplimiento de la función de regulación que se deriva 

directamente de la Constitución;  

• Estableciera las bases generales para la protección a los 

elementos intangibles del entorno, como la imagen urbana o el 

paisaje;  

• Fomentara la producción de la vivienda, mediante el 

establecimiento de normas que permitieran la diversificación 

de las soluciones de vivienda y bridnaran certeza jurídica 

respecto a la superficie mínima de los lotes; y 

• Mejorara la eficiencia regulatoria, reduciendo los tiempos para 

la gestión de los diversos tramites relativos a la gestión urbana, 

así como los costos asociados a los mismos.  

 

❖ Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del 

Estado de Guanajuato: 

 

El pasado 17 de septiembre de 2024, se publicó en el Periódico 

Oficial del Estado de Guanajuato, número 1871, Quinta Parte la Ley 

para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de 

Guanajuato.  

 

1 Consultable en: https://congreso-

gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/3588/PO_LGYAMEG_NVA_17Sep2

024.pdf  

https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/3588/PO_LGYAMEG_NVA_17Sep2024.pdf
https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/3588/PO_LGYAMEG_NVA_17Sep2024.pdf
https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/3588/PO_LGYAMEG_NVA_17Sep2024.pdf
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Con la expedición de la Ley para el Gobierno y Administración de 

los Municipios del Estado de Guanajuato, quedo abrogada la Ley 

Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, expedida 

mediante Decreto número 278, de fecha 30 de agosto de 2012, 

publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, número 146, 

cuarta parte, de fecha 11 de septiembre de 2012. 

Tomando como base la exposición de motivos de la Ley para el 

Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato, 

[propuesta como Ley Municipal para el Estado de Guanajuato ], esto 

es atendiendo a la “ratio-legis” en sentido amplio, su objetivo principal 

fue incorporar el enfoque de que el gobierno municipal no solo es una 

institución prestadora de servicios, sino es el eje detonador del 

desarrollo de la municipalidad. 

Así mismo, se propuso la incorporación de instituciones que 

fomentan el principio del municipio abierto, con un enfoque 

participativo que permite reconocer a la población como un ente 

dinámico y en continua evolución, como actor clave en la gestión de 

su propio desarrollo. 

La ley citada, actualmente no cuenta con reformas a su 

estructura. 
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IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 

 

 La iniciativa materia de análisis propone:  

❖ Agregar al artículo 2° del Código Territorial las definiciones de 

“mínimo vital” de agua y de “restricción” al suministro de agua, con el 

objetivo de que contribuyan a que las y los ciudadanos puedan ejercer 

y defender su derecho en posiciones menos desfavorables cuando las 

autoridades acuerden condiciones de restricción al servicio público. 

 

❖ La reforma al artículo 325 del Código Territorial que se refiere 

precisamente a las “restricciones por la escasez de agua” para que 

sean los Ayuntamientos y no los organismos operadores quienes 

cuenten con la facultad de restringir el servicio de agua en las zonas y 

por el tiempo que sea necesario de conformidad con las atribuciones 

que le confiere el inciso a) de la fracción III del artículo 115 de la 

Constitución General. 

 

❖ Propone que regrese el párrafo del artículo 325 que fue derogado 

mediante la reforma del 8 de diciembre de 2022, en el que se prevén 

responsabilidades para el organismo operador en los términos de ley 

cuando la escasez sea originada por negligencia o falta de previsión. 

 

❖ Sugiere incorporar en los artículos 33 y 38 del Código una fracción 

para que de conformidad con el carácter público del agua se dé a 

conocer, a través de los medios de difusión oficiales, los proyectos de 

infraestructura pública de suministro de agua potable aprobados a 

fraccionamientos y desarrollos en condominio. 
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❖ Propone adicionar a las fracciones I y II del artículo 410 del Código 

la imposición de las condicionantes a su vez referidas en las fracciones 

V y VI del artículo 413, para efecto de que en esos casos las autoridades 

cuenten con las facultades necesarias para imponer condiciones a los 

fraccionamientos y desarrollos en condominios, con el objetivo de que 

implementen infraestructura que permita un uso eficiente y 

responsable del agua, y en consecuencia reduzcan su demanda y 

dependencia de la red pública. 

 

❖ Propone la adición de un segundo párrafo al artículo 414, con el 

propósito de autorizar proyectos de infraestructura pública relativos al 

“suministro de agua potable” mientras subsistan condiciones de 

restricción por escasez de agua en el municipio de que se trate 

 

❖ Finalmente, propone adicionar un segundo párrafo al artículo 198 

de la Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del 

Estado de Guanajuato con el objetivo de armonizar ambas 

legislaciones en relación con las atribuciones municipales sobre la 

gestión del agua. 

 

V. COMENTARIOS: 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

el amparo en revisión 543/2022, en relación con el derecho humano al 

agua, determinó: 
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Que hay obligaciones internacionales que ha adoptado el Estado 

mexicano para la promoción, protección, respeto y defensa de este 

derecho. Explicó la Corte que algunas de esas obligaciones tienen su 

fundamento en normas de soft law que, si bien no reúnen las mismas 

características que un tratado internacional, su contenido y aplicación 

coadyuva en el cumplimiento de diversas obligaciones nacionales e 

internacionales, en este caso, en materia del derecho al agua.2  

 

Es decir, son instrumentos que permiten hacer efectivo u operativo 

el derecho de mérito, de acuerdo con las obligaciones y compromisos 

que México ha adoptado en sede nacional e internacional. 

 

De ahí, que la Primera Sala del Máximo Tribunal del país, destacó 

que las obligaciones generales del Estado mexicano en materia del 

derecho humano al agua en sede internacional son las siguientes.  

 

Obligaciones de respetar: 

 

 

2 Amparo directo en revisión 13/2021, resuelto en sesión correspondiente al siete de 

diciembre de dos mil veintidós, por unanimidad de cinco votos de la señora Ministra Norma 

Lucía Piña Hernández, y de los señores Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá 

(Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideraciones 

distintas y anuncia voto concurrente y de Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y de la Ministra 

Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
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1) Abstenerse de toda práctica o actividad que reduzca3, 

deniegue y/o restrinja el acceso al agua potable en 

condiciones de igualdad4; 

 

2) Abstenerse de inmiscuirse arbitrariamente en los sistemas 

consuetudinarios o tradicionales de distribución de agua5; 

 

Obligaciones de proteger: 

 

1) Impedir que terceros menoscaben en modo alguno el 

disfrute del derecho al agua, es decir, por particulares, 

grupos, empresas u otras entidades, así como quienes 

obren en su nombre6; 

 

2) Adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean 

necesarias y efectivas para impedir que terceros denieguen 

el acceso al agua en condiciones de igualdad7;  

 

 

3 ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general 

Nº 15 (2002). Op.cit., párr. 21.  

4 Ídem.  

5 Ídem.   

6 Íbid., párr. 23.  

7 Ídem.   
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3) Adoptar medidas legislativas o de otra índole para impedir 

que terceros contaminen el agua8;  

 

4) Adoptar medidas legislativas o de otra índole para impedir 

que terceros exploten de forma inequitativa los recursos de 

agua, con inclusión de las fuentes naturales, los pozos y 

otros sistemas de distribución de agua9;  

 

5) Cuando los servicios de suministro de agua (como las redes 

de canalización, las cisternas y los accesos a ríos o pozos) 

sean explotados o estén controlados por terceros, el Estado 

debe impedirles que menoscaben el acceso físico en 

condiciones de igualdad y a un costo razonable a recursos 

de agua suficientes, salubres y aceptables10;  

 

6) Para dar cumplimiento a la obligación previa, el Estado 

debe establecer un sistema normativo eficaz que prevea la 

supervisión independiente de esos terceros, una auténtica 

participación pública en esas cuestiones, y la imposición de 

multas por incumplimiento11;  

 

 

8 Ídem.   

9 Ídem.   

10 Íbid., párr. 24.  

11 Ídem.   
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Obligaciones de cumplir: 

1. Preservar del agua12; 

 

2. Reconocer el derecho al agua en el ordenamiento político 

y jurídico nacional, preferentemente mediante la aplicación 

de leyes13;  

 

3. Reconocer al agua –también14– como un bien 

económico15;  

 

4. Adoptar estrategias y programas amplios e integrados para 

velar por que las generaciones presentes y futuras 

dispongan de agua suficiente y salubre, mediante 

estrategias como: la reducción de recursos hídricos por 

extracción, desvío o contención; la eliminación de la 

contaminación, la vigilancia de las reservas, la seguridad de 

que cualquier mejora propuesta no obstaculice su acceso, 

el examen de las repercusiones de las medidas en la 

disponibilidad del agua y sus cuentas, el aumento del uso 

 

12 Principio 2 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 

(Estocolmo, Suecia, 16/06/1972).  

13 ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general 

Nº 15 (2002). Op.cit., párr. 26.  

14 Aunque no fundamentalmente.  

15 Principio 4, de la Declaración de Dublín sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible. 

(Dublín, Irlanda, 30/01/1992).  
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eficiente por los consumidores; la reducción del desperdicio 

durante su distribución, y la creación de instituciones 

apropiadas para la aplicación de esas estrategias y 

programas16; 

 

5. Adoptar medidas positivas17, así como una estrategia y un 

plan de acción nacionales en materia de recursos hídricos 

para el ejercicio de este derecho18; 

 

6. Suministrar agua salubre, teniendo en cuenta los peligros y 

riesgos de la contaminación al medio ambiente19;  

 

7. Difundir información adecuada sobre el uso higiénico del 

agua, la protección de sus fuentes y los métodos para 

reducir sus desperdicios20; 

 

 

16 ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general 

Nº 15 (2002). Op.cit., párr. 28.  

17 Íbid., párr. 25.  

18 Íbid., párr. 26.  

19 Artículo 14, párrafo segundo, inciso h), de la Convención sobre la eliminación de 

todas las formas de discriminación contra la mujer. (N.Y, USA, 18/12/1979); artículo 24, párrafo 

segundo, inciso c), de la Convención sobre los Derechos del Niño (N.Y., USA, 20/11/1989).  

20 ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general 

Nº 15 (2002). Op.cit., párr. 25.  
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8. Garantizar y facilitar21 el acceso al agua pura y a su 

saneamiento por un precio asequible22 y sin 

discriminación23; particularmente en zonas rurales y zonas 

urbanas desfavorecidas24;  

9. Para garantizar que el agua sea asequible, adoptar 

medidas como25: la utilización de un conjunto de técnicas 

y tecnologías económicas; políticas adecuadas en materia 

de precios –como el suministro de agua a título gratuito o 

de bajo costo–;y, suplementos de ingresos26;  

 

 

21 Ídem.   

22 Principio 4 de la Declaración de Dublín sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible. 

(Dublín, Irlanda, 30/01/1992); principio 2 del Programa de Acción de la Conferencia 

Internacional de las Naciones Unidas sobre la Población y el Desarrollo. (El Cairo, Egipto 

13/09/1994); ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación 

general Nº 15. Op.cit., párr. 25.  

23 Artículo 28, numeral 2, inciso a), de la Convención Internacional sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad. (N.Y., USA, 13/12/2006).  

24 ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general 

Nº 15 (2002). Op.cit., párr. 26.  

25 Listado enunciativo.  

26 ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO 

INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general 

Nº 15 (2002. Op.cit., párr. 27.  
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10. Gestionar eficazmente los recursos hídricos a través de 

un enfoque integrado que concilie el desarrollo económico 

y social con la protección de los ecosistemas naturales27; 

 

11. Evitar la descarga de sustancias tóxicas en cantidades 

o concentraciones letales en el agua28;  

 

12. Tomar todas las medidas posibles para impedir la 

contaminación del agua29;  

 

13. Aplicar políticas ambientales que aseguren que las 

actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción 

o bajo su control no perjudiquen al medio ambiente30;  

 

14. Controlar, evitar, reducir y eliminar eficazmente los 

efectos perjudiciales que puedan tener, para el medio 

 

27 Principio 1 de la Declaración de Dublín sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible. 

(Dublín, Irlanda, 30/01/1992).  

28 Principio 6 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 

(Estocolmo, Suecia, 16/06/1972); ONU. CUESTIONES SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA 

APLICACIÓN DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 

CULTURALES Observación general Nº 15 (2002). Op.cit., párr. 21.  

29 Principio 7 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 

(Estocolmo, Suecia, 16/06/1972).  

30 Principio 21 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 

(Estocolmo, Suecia, 16/06/1972) 
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ambiente y para el agua, las actividades que se realicen en 

cualquiera de sus esferas31; 

 

15. Lograr una mejora sustancial en las normas y los niveles 

de los servicios de suministro de agua potable y 

saneamiento ambiental32; 

 

16. Para el año 2030, lograr el acceso universal y 

equitativo de agua potable a un precio asequible para 

todos33, es decir, sin discriminación.   

 

❖Principio in dubio pro agua y Principio usuario-pagador 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dado cuenta de la 

crisis hídrica que fundamenta la “Declaración de Jueces sobre Justicia 

Hídrica” (Declaración de Brasilia)34 hecha por el Instituto Judicial 

 

31 Principio 24 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 

(Estocolmo, Suecia, 16/06/1972).  

32 Artículo 1 de la Resolución 35/18 de la ONU. Proclamación del Decenio Internacional 

del Agua Potable y del Saneamiento Ambiental. (10/11/1980); ONU. CUESTIONES 

SUSTANTIVAS QUE SE PLANTEAN EN LA APLICACIÓN DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES Observación general Nº 15 (2002). 

Op.cit., párr. 29.  

33 Objetivo 6, meta 6.1, de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (1/01/2016); 

artículo 2 de la Resolución A/RES/58/217, “El agua, fuente de vida”, 2005-2015” (09/04/2004) 

34 Disponible en: 

«https://www.iucn.org/sites/dev/files/content/documents/brasilia_declaracion_de_jueces_sobre_justicia_hidrica_s

panish_unofficial_translation_0.pdf», respaldada por la OEA y el Programa de Naciones Unidas para el Medio 

Ambiente.  
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Mundial del Ambiente reconociendo la importancia del ciclo 

hidrológico para el funcionamiento de los ecosistemas, en particular, 

para la prestación de servicios ambientales. 

El principio 6 de tal Declaración denominado como In dubio pro 

aqua, establece que en caso de incertidumbre, las controversias 

ambientales e hídricas ante las cortes deberán resolverse, y las leyes 

aplicables interpretarse, de la manera en la cual sea más probable 

proteger y conservar los recursos hídricos y los ecosistemas 

relacionados. Por otra parte, dentro de los principios establecidos en la 

aludida Declaración de Brasilia, que fueron acordados para promover 

la justicia hídrica a través de la aplicación de la legislación sobre el 

agua, también se encuentra el principio 7, inciso (b) denominado 

como el principio del usuario-pagador consistente en que quien utilice 

los recursos hídricos y sus servicios en actividades industriales o 

comerciales deberá pagar los precios o cargos basados en el ciclo 

completo de los costos por la provisión de los recursos hídricos y sus 

servicios ecosistémicos, incluyendo por lo tanto su utilización, así como 

la disposición final de cualquier residuo; también deberán imponerse 

cargos por el uso doméstico de los servicios de agua potable para 

reflejar sus costos de provisión, incluyendo los costos ambientales, a 

través de medidas adecuadas de protección social para asegurar que 

quienes no puedan pagar dichos costos no sean privados de la 

provisión adecuada de los servicios de agua potable y saneamiento. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en 

sentido de que, todo persona tiene derecho al acceso, disposición y 
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saneamiento del agua para consumo personal y doméstico, en forma 

suficiente, salubre, aceptable y asequible, mismo que resulta 

correlativo a la obligación del Estado de garantizar que toda persona 

disfrute de ese derecho fundamental para la vida, salud y dignidad 

humana; que además se desarrolla como una condición para la 

realización de otros derechos humanos. 

Empero, para cumplir con este objetivo resulta necesaria la 

cobertura de los costos asociados con el abastecimiento del agua, 

pues de lo contario se pondría en riesgo la sustentabilidad de este 

recurso y la prerrogativa que debe tener toda persona para gozar de 

un sistema de abastecimiento y gestión del agua de manera 

equitativa, continua, suficiente, salubre y sin que afecte el ejercicio de 

otros derechos. 

De manera que el cobro por el servicio completo de suministro 

resulta necesario a partir de las características de asequibilidad del 

derecho al agua y para solventar las erogaciones correspondientes 

para adquirir, extraer, conducir y distribuir el líquido vital, así como su 

descarga a la red de drenaje; así como, para fomentar todas las 

acciones necesarias para mantener y operar su infraestructura, a fin de 

poder asegurar su conservación, protección y restauración en 

cantidad y calidad para toda la sociedad, en especial para quienes 

se encuentran en situaciones desfavorables. 

La iniciativa plantea la adición del artículo 1 bis 1, con el objetivo 

de establecer que todas las personas dentro del Estado de Guanajuato 

tienen derecho al agua; considerándose conveniente dicha 
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adecuación normativa, ya que sería un avance en la legislación 

secundaria de lo establecido en el artículo 435° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así mismo se estaría también 

respetando el deber de promover y proteger los derechos humanos de 

todos los habitantes del Estado. 

Con la adición en comento, también se establece la obligación 

de las autoridades municipales a garantizar de dicho derecho, sin 

embargo se sugiere revisar y acotar en su caso, lo relativo a las 

obligaciones de las autoridades estatales, ya que de acuerdo al 

artículo 11536 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, corresponde al municipio el brindar el servicio de agua 

potable, por lo que se podría generar una inconstitucionalidad al 

otorgarlo atribuciones al estado en la materia. 

 

35 Artículo 4o.- […] 

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo 

personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado 

garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y 

uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la 

Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la 

ciudadanía para la consecución de dichos fines. 

36 Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme 

a las bases siguientes: 

[…] 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; 
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Dicha propuesta normativa para mayor claridad se ejemplificara 

en la siguiente tabla:  

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Sin correlativo 

Derecho Humano al Agua  

Artículo 1 bis 1. Toda persona en el Estado de 

Guanajuato tiene derecho al acceso, 

disposición y saneamiento de agua para 

consumo personal y doméstico en forma 

suficiente, salubre, aceptable y asequible.  

En tanto bien público, las autoridades del 

Estado de Guanajuato y los municipios 

garantizarán este derecho, así como el uso 

equitativo y sustentable del agua. 

De conformidad con lo dispuesto en este 

Código, cuando se restrinja el suministro de 

agua, las autoridades garantizarán el 

abastecimiento del mínimo vital de manera 

gratuita.  

Cuando la restricción del suministro de agua 

sea ocasionada por actos, hechos u 

omisiones de alguna autoridad o de un 

particular, las personas afectadas podrán 

presentar denuncias o quejas 

correspondientes conforme a la legislación 

aplicable. 

 

Así mismo, se propone la adición al artículo 2° del Código Territorial 

las definiciones de “mínimo vital” de agua y de “restricción” al 
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suministro de agua, ya que considera contribuirán a que las y los 

ciudadanos puedan ejercer y defender su derecho en posiciones 

menos desfavorables cuando las autoridades acuerden condiciones 

de restricción al servicio público. 

Respecto de la adición de la definición de Mínimo vital se 

considera adecuada, ya que la misma se encuentra apegada a lo 

establecido por diversos organismos como la Organización Mundial de 

la Salud; en cuanto a la definición de restricción se considera de igual 

manera atinente, de acuerdo a lo establecido por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en el cuadernillo de jurisprudencia número 12, 

referente al derecho humano al agua37. 

La incorporación expresa del concepto de “mínimo vital” en la 

legislación estatal resulta un avance relevante, al reafirmar el 

compromiso del Estado con el acceso garantizado al agua como 

derecho humano. Reconocer el suministro básico gratuito, 

especialmente en contextos de escasez, permite dar certeza jurídica a 

los ciudadanos y otorga a las autoridades un parámetro mínimo para 

la protección efectiva de este derecho. Aunque es cierto que en 

esencia el Código Territorial ya contemplaba la obligación de 

garantizar el agua suficiente en escenarios de restricción, plasmar 

 

37 Consultable en: 

https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/publication/documents/2023-

07/CJ%20DERECHO%20HUMANO%20AL%20AGUA_ELECTRO%CC%81NICO.pdf  

https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/publication/documents/2023-07/CJ%20DERECHO%20HUMANO%20AL%20AGUA_ELECTRO%CC%81NICO.pdf
https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/publication/documents/2023-07/CJ%20DERECHO%20HUMANO%20AL%20AGUA_ELECTRO%CC%81NICO.pdf
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ahora el mínimo vital de forma clara y directa constituye un mensaje 

social positivo que debe reconocerse. 

No obstante, sería conveniente que esta reforma analice la 

oportunidad para incorporar un parámetro técnico de referencia, 

considerando lo establecido por organismos internacionales como el 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU. Por 

ejemplo, la Observación General No. 15 sugiere un rango mínimo de 

entre 50 y 100 litros diarios por persona para satisfacer las necesidades 

básicas sin comprometer la dignidad ni la salud. De ahí que resulte 

pertinente revisar —previo análisis técnico— la fijación de un volumen 

mínimo concreto o, en su caso, establecer un umbral adaptable, que 

permita considerar circunstancias climáticas o de vulnerabilidad social. 

Ello fortalecería la reforma y brindaría mayor certeza operativa a los 

municipios y organismos operadores. 

A efecto de ejemplificar la propuesta de adición normativa, se 

inserta la siguiente tabla comparativa: 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 2. Para los efectos del Código se 

entenderá por: 

I. a la XXV. [...] 

Sin correlativo 

 

 

Artículo 2. Para los efectos del Código se 

entenderá por:  

I. a la XXV. [...] 

XXV bis. Mínimo Vital: Es el volumen mínimo 

de agua potable que una persona física 

necesita de forma continua para cubrir sus 

necesidades básicas, entre las que se 



 

24 

 

 

XXVI a la XLV bis. [...] 

Sin correlativo 

 

 

XLVI. a la LV. [...] 

encuentran la preparación de alimentos y 

bebidas y la higiene personal y doméstica. 

XXVI a la XLV bis. [...] 

XLV bis 1. Restricción: Reducir o limitar 

temporalmente el suministro de agua 

potable por las causas previstas en este 

Código. 

XLVI. a la LV. [...] 

 

También se propone adicionar a los artículos 33 y 38 con el objetivo 

para que los Ayuntamientos y los Organismos Operadores del Sistema 

de Agua Potable y Alcantarillado de los municipios del estado, den a 

conocer a cualquier persona, a través de los medios de difusión 

oficiales, los proyectos de infraestructura pública de suministro de agua 

potable aprobados a fraccionamientos y desarrollos en condominio. 

Señala la iniciativa que la información que se considera debe ser 

pública y consiste, al menos, en los datos relativos a la entidad y al 

proyecto beneficiado, al volumen de agua autorizado y a las 

condicionantes impuestas. 

Para tal efecto, se considera que la propuesta de adición puede 

significar un gran paso en materia de transparencia, por lo que se 

aprecia adecuada su incorporación normativa; sin embargo, la 

propuesta de reforma a los artículos 33 y 38, al buscar fortalecer la 

transparencia mediante la difusión pública de los proyectos de 
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infraestructura hídrica, es sin duda valiosa. Más, sería recomendable 

que esta medida se revise cuidadosamente para garantizar que la 

publicación de dicha información no se convierta en un obstáculo o 

mecanismo indirecto que frene el desarrollo de proyectos 

habitacionales o comerciales que beneficien a la ciudadanía. La 

publicidad no debería ser interpretada como un trámite adicional que 

limite, condicione o paralice la ejecución de obras esenciales para las 

familias que habitan o habitarán en fraccionamientos y desarrollos, 

dado que la finalidad debe centrarse en la rendición de cuentas, no 

en la generación de cargas indebidas. 

De igual forma, es importante cuidar que esta apertura de 

información respete los principios de protección de datos personales, 

tanto de personas físicas como de personas morales. La publicación de 

datos relativos a entidades privadas o proyectos específicos debe 

garantizar el equilibrio entre el derecho a la información pública y la 

salvaguarda de la información confidencial o sensible, evitando así 

eventuales vulneraciones que puedan derivar en reclamaciones o 

responsabilidades legales. Por ello, se sugiere establecer parámetros 

claros que delimiten qué información puede ser difundida, evitando 

comprometer datos estratégicos o confidenciales de los 

desarrolladores o beneficiarios. 

Para dar mayor énfasis a lo propuesto por la iniciativa, se inserta la 

siguiente tabla comparativa:  

Texto Vigente Propuesta de Reforma 
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Artículo 33. Corresponden al Ayuntamiento 

las atribuciones siguientes:  

I. a la VIII bis. [...] 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

IX. a la XXX. [...] 

 

Sin correlativo 

 

 

XXX bis 1 a la XXXII. [...] 

Artículo 33. Corresponden al Ayuntamiento 

las atribuciones siguientes:  

I. a la VIII bis. [...] 

VIII bis 1. De conformidad con el carácter 

público del agua, dar a conocer, a través de 

los medios de difusión oficiales, la 

aprobación de los proyectos de 

infraestructura pública de suministro de 

agua potable a fraccionamientos y 

desarrollos en condominio. La información 

que se haga pública deberá contener, al 

menos, los datos relativos a la entidad y al 

proyecto beneficiado, el volumen de agua 

autorizado, así como las condiciones 

impuestas. 

IX. a la XXX. [...] 

XXX bis. Diseñar e implementar políticas 

públicas encaminadas al acceso, 

disposición y saneamiento de agua para 

consumo personal y doméstico en forma 

suficiente, salubre, aceptable y asequible, 

sin discriminación alguna; 

XXX bis 1 a la XXXII. [...] 

Artículo 38. El organismo operador tendrá las 

atribuciones siguientes:  

 

 

Artículo 38. El organismo operador tendrá las 

atribuciones siguientes:  

I. a I bis. [...] 

I bis 1. De conformidad con el carácter 

público del agua, dar a conocer, a través de 
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Seguidamente, la iniciativa propone la reforma y adición de un 

segundo, tercer y cuarto párrafo al artículo 325, estableciendo que sea 

el Ayuntamiento el que apruebe a propuesta de los organismos 

operadores de agua potable la restricción al servicio en épocas de 

escases, explicando a la población los motivos por los que se toma tal 

decisión y suministrando el mínimo vital de agua indispensable, en 

iguales condiciones para todos.  

Se sugiere la revisión de cada uno de los reglamentos de los 

diversos organismos operadores del sistema de agua potable en los 

municipios, con el objetivo de corroborar su naturaleza y por ende la 

forma en que informarían a los ayuntamientos sobre la posibilidad de 

restringir el servicio de agua potable en ciertas zonas. 

Así mismo, se considera adecuado que en caso de que se 

encuentren los elementos necesarios para realizar dicha acción en 

 

 

Sin correlativo 

los medios de difusión oficiales, la 

aprobación de los proyectos de 

infraestructura pública de suministro de 

agua potable a fraccionamientos y 

desarrollos en condominio. La información 

que se haga pública deberá contener, al 

menos, los datos relativos a la entidad y al 

proyecto beneficiado, el volumen de agua 

autorizado, así como las condiciones 

impuestas. 

II. a la XI. [...] 
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todo momento se informe a la población afectada y se les suministre al 

menos la cantidad de agua potable necesaria en igual de 

circunstancias. 

Sin embargo, la propuesta de trasladar al Ayuntamiento la 

facultad de acordar las restricciones al suministro en época de escasez 

parte de una lógica institucional de jerarquía y representación 

democrática, sería recomendable valorar con detalle su conveniencia 

práctica y jurídica. El organismo operador de agua, creado 

específicamente para la gestión técnica y administrativa del servicio, 

cuenta con el personal especializado, la infraestructura operativa y las 

facultades legales para dictaminar, ejecutar y supervisar medidas de 

restricción, incluyendo aspectos como visitas de inspección, emisión de 

resoluciones, determinación de créditos fiscales y recuperación de 

adeudos. Otorgar esta responsabilidad directamente al Ayuntamiento 

podría generar dificultades operativas, dilaciones innecesarias e 

incluso incertidumbre jurídica en la aplicación de restricciones, además 

de implicar la reasignación tácita de funciones propias del organismo 

operador. 

Adicionalmente, debe considerarse que el organismo operador no 

es un ente ajeno al municipio, sino su institución técnica especializada 

investida legalmente como autoridad municipal para la prestación del 

servicio y la gestión de todo el ciclo operativo del agua. Establecer 

sobre el Ayuntamiento, como órgano colegiado y deliberativo, la 

responsabilidad de gestionar directamente estas restricciones no solo 

rompe con la lógica operativa establecida en el Código Territorial, sino 
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que podría obligar a reestructurar procesos internos, reglamentos y 

capacidades técnicas del propio municipio. Por ello, sin desconocer la 

valiosa intención de reforzar la supervisión pública del servicio, sería 

recomendable ponderar si es posible o no conservar la atribución en el 

organismo operador, permitiendo que el Ayuntamiento supervise y 

controle su actuación, sin sustituir su función técnica esencial. 

Trasladar al Ayuntamiento la facultad directa de imponer 

restricciones al suministro de agua —como propone la reforma al 

artículo 325— podría generar interpretaciones no previstas respecto de 

otros supuestos distintos a la escasez, como es el caso de los cortes por 

falta de pago que actualmente ejecuta el organismo operador. Esto 

afectaría el esquema actual de gestión, donde el organismo operador 

actúa conforme a sus atribuciones legales en materia de fiscalización, 

determinación de créditos y ejecución de suspensiones como medida 

de apremio. 

Con relación al párrafo que señala que el organismo operador 

responderá cuando la escasez de agua sea causada por negligencia 

o falta de previsión, podría sugerirse —de manera respetuosa y en 

ánimo constructivo— reconsiderar su incorporación, ya que el marco 

jurídico vigente, como la Ley de Responsabilidades Administrativas 

para el Estado de Guanajuato, ya contempla los procedimientos e 

hipótesis para sancionar omisiones o faltas en la gestión de servicios 

públicos. Incluir esta referencia en el propio artículo podría resultar 

innecesario e incluso confuso respecto a la delimitación de 

responsabilidades, dado que tales materias son competencia de los 
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órganos internos de control y autoridades fiscalizadoras conforme a la 

ley aplicable. 

Adicionalmente, al establecerse en esta misma reforma que la 

facultad de restringir el suministro recaerá directamente en el 

Ayuntamiento, mientras que la responsabilidad por fallas recaería en el 

organismo operador, se podría generar una situación ambigua en 

cuanto a la distribución de responsabilidades. En caso de una eventual 

reclamación por afectación en el servicio, la redacción actual podría 

interpretarse como fundamento para atribuir una responsabilidad 

patrimonial directa al municipio, dado que la decisión de restringir sería 

formalmente suya, pero el supuesto de negligencia recae sobre el 

organismo operador. Por ello, sería recomendable revisar 

cuidadosamente este punto para evitar riesgos interpretativos y 

proteger la posición jurídica tanto del Ayuntamiento como del 

organismo operador. 

La propuesta de la iniciativa en comento se ejemplifica en la 

siguiente tabla comparativa: 

 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 325. En épocas de escasez de agua, 

comprobada o previsible, el organismo 

operador podrá acordar condiciones de 

restricción en las zonas y durante el lapso 

que sea necesario, previo aviso oportuno a 

los usuarios, a través de los medios de 

Artículo 325. En épocas de escasez de agua, 

comprobada o previsible, el Ayuntamiento 

municipal, a propuesta del organismo 

operador o la unidad administrativa 

municipal correspondiente, podrá acordar 

condiciones de restricción en las zonas y 
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comunicación disponibles. En todos los 

casos tendrá prioridad el uso doméstico. 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

Sin correlativo 

durante el lapso que sea necesario, previo 

aviso oportuno sobre las reglas de 

operación y funcionamiento, así como 

sobre los motivos precisos que expliquen la 

restricción a la población afectada, a través 

de los medios de comunicación disponibles. 

En todos los casos tendrá prioridad el uso 

doméstico.  

Cuando el Ayuntamiento municipal 

determine condiciones de restricción por 

escasez de agua, las personas que habitan 

en las zonas afectadas serán abastecidas, al 

menos, con el mínimo vital y sin 

discriminación entre ellas. 

En estos casos, el organismo operador, las 

autoridades municipales y las del Estado de 

Guanajuato dispondrán hasta el máximo de 

sus recursos disponibles para llevar a cabo 

acciones alternativas que garanticen el 

ejercicio del derecho al agua adecuado a 

la dignidad, la vida y la salud humana.  

Cuando la escasez de agua sea originada 

por negligencia o falta de previsión del 

organismo operador, éste responderá en los 

términos que prevengan las leyes.  

[...] 

 

Seguidamente, la iniciativa en análisis plantea la adición a las 

fracciones I y II del artículo 410 del Código la imposición de las 
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condicionantes a su vez referidas en las fracciones V y VI del artículo 

413 [que también se proponen], para efecto de que en esos casos las 

autoridades cuenten con las facultades necesarias para imponer 

condiciones a los fraccionamientos y desarrollos en condominios, con 

el objetivo de que implementen infraestructura que permita un uso 

eficiente y responsable del agua, y en consecuencia reduzcan su 

demanda y dependencia de la red pública. 

Respecto de esta propuesta normativa se sugiere hacer una 

ponderación de derechos, ya que se considera que en este caso 

concreto entraría en pugna el derecho al agua con el derecho a una 

vivienda digna, ambos derechos contemplados en tratados 

internacionales y en el artículo 4° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, por lo que se sugiere realizar una evaluación 

de la conveniencia de dicha adición normativa. 

Así mismo, respecto de la instalación de los biofiltros, se sugiere que 

se realice previamente un estudio pericial, con el objetivo de 

establecer la viabilidad de los mismos, ya que no únicamente se debe 

de preveer la instalación de la trampa de grasas, sino su mantenimiento 

para evitar malos olores. El buen funcionamiento de este sistema 

requiere que se remueva la nata de grasa una vez al mes, utilizando 

una coladera, una vez hecho esto, se puede enterrar la nata o 

incorporarla a la composta; los sólidos también se pueden integrar a la 

composta o enterrarse y esta actividad se puede hacer cada dos o 

tres meses por lo cual es necesario que los constructores establezcan 
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desde el inicio los costos del mantenimiento y los habitantes se 

comprometan con todo lo que implica a usarlo. 

Para dar mayor claridad a lo anteriormente referido, se procede a 

insertar una tabla comparativa: 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 410. Los proyectos de infraestructura 

pública a que se refiere el artículo anterior 

incluirán únicamente las obras siguientes:  

I. Suministro de agua potable;  

 

 

 

 

 

 

 

 

II. Drenaje y alcantarillado, sanitario y pluvial;  

 

 

III. a la V. [...] 

Artículo 410. Los proyectos de infraestructura 

pública a que se refiere el artículo anterior 

incluirán únicamente las obras siguientes:  

I. Suministro de agua potable, condicionado 

al establecimiento e incorporación de la 

infraestructura a la que se refiere la fracción 

V del artículo 413 del Código. En todos los 

casos, de conformidad con el carácter 

público del agua, el organismo operador, la 

unidad administrativa municipal y/o el 

Ayuntamiento, darán a conocer, a través de 

los medios de difusión oficiales, la 

aprobación correspondiente en la que se 

incluirá, al menos, los datos relativos a la 

entidad y el proyecto beneficiado, el 

volumen de agua autorizado, así como las 

condiciones impuestas;  

II. Drenaje y alcantarillado, sanitario y pluvial, 

condicionado al establecimiento e 

incorporación de la infraestructura a la que 

se refiere la fracción IV del artículo 413 del 

Código; 

III. a la V. [...] 
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Artículo 413. Los reglamentos municipales 

establecerán la infraestructura con que 

deberán contar los desarrollos en 

condominio y los fraccionamientos para 

cumplir con el principio de sustentabilidad, y 

atendiendo a sus características, deberán 

incluir algunos de los siguientes elementos: 

I. a la III. [...] 

IV. Planta de tratamiento de aguas 

residuales;  

V. Sistemas para la captación y 

aprovechamiento de aguas pluviales para 

el riego y conservación de las áreas verdes; 

o 

 

 

VI. [...] 

Artículo 413. Los reglamentos municipales 

establecerán la infraestructura con que 

deberán contar los desarrollos en 

condominio y los fraccionamientos para 

cumplir con el principio de sustentabilidad, y 

atendiendo a sus características, deberán 

incluir algunos de los siguientes elementos:  

I. a la III. [...] 

IV. Planta de tratamiento y de aguas 

residuales y biofiltros;  

V. Sistemas para la captación, 

almacenamiento y aprovechamiento de 

aguas pluviales para el riego, conservación 

de las áreas verdes y/o para su derivación 

hacia la red pública, sistemas de riego 

eficientes y dispositivos ahorradores de 

agua;  

VI. [...]  

 

Seguidamente, se propone la adición de un segundo párrafo al 

artículo 414 para establecer la prohibición de autorizar proyectos de 

infraestructura pública relativos al “suministro de agua potable” 

mientras subsistan condiciones de restricción por escasez de agua en 

el municipio de que se trate. 

Se sugiere de manera respetuosa hacer una ponderación de 

derechos, ya que en primera instancia se considera que podría ser 
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viable dicha propuesta, ya que la construcción y habitación de dichos 

fraccionamientos o condominios implica el abastecimiento de agua 

potable a sus habitantes, sin embargo, se reitera que entran en 

conflicto los derechos humanos al agua y a la vivienda digna, por lo 

cual se sugiere realizar una adecuada valoración de los mismos. 

A efecto de brindar mayor claridad a lo señalado, se insertará un 

comparativo: 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 414. Los proyectos de infraestructura 

pública de los fraccionamientos y 

desarrollos en condominio, deberán ser 

formulados y evaluados tomando en 

consideración la densidad máxima de 

población a la zona de ubicación del 

proyecto, de acuerdo a las disposiciones 

que se establezcan en los programas 

municipales y de manera proporcional a las 

características del proyecto. 

 

Sin correlativo 

Artículo 414. Los proyectos…  

 

 

 

 

 

 

No serán autorizados los proyectos de 

infraestructura pública de suministro de 

agua potable mientras subsistan 

condiciones de restricción por escasez de 

agua en el municipio de que se trate. 

 

Finalmente, derivado de la posible aprobación de la reforma al 

Código Territorial del Estado y los Municipios de Guanajuato, se prone 
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la armonización normativa con el artículo 198 de la Ley para el 

Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato, 

por lo cual en el caso de que se aprueben dichas reformas propuestas 

se concuerda en que es necesaria la armonización legislativa entre 

ambos ordenamientos legales. 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

Artículo 198. El servicio público de agua 

potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales podrá ser prestado por el 

Ayuntamiento, preferentemente a través de 

un organismo público descentralizado, 

creado en los términos de esta Ley. 

Artículo 198. El servicio público de agua 

potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales podrá ser prestado por el 

Ayuntamiento, preferentemente a través de 

un organismo público descentralizado, 

creado en los términos de esta Ley.  

De conformidad con la normatividad 

aplicable, en épocas de escasez de agua, 

el Ayuntamiento municipal, a propuesta del 

organismo operador o la unidad 

administrativa municipal correspondiente, 

podrá acordar condiciones de restricción 

temporal al suministro de agua. 

De conformidad con el carácter público del 

agua, se dará a conocer, a través de los 

medios de difusión oficiales, la aprobación 

de los proyectos de infraestructura pública 

de suministro de agua potable a 

fraccionamientos y desarrollos en 

condominio. La información que se haga 

pública deberá contener, al menos, los 

datos relativos a la entidad y al proyecto 
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beneficiado, el volumen de agua 

autorizado, así como las condiciones 

impuestas. 

 

CONCLUSIONES: 

La iniciativa presentada refleja un esfuerzo valioso para fortalecer 

el marco jurídico estatal en materia de gestión hídrica, reconociendo 

expresamente el derecho humano al agua y estableciendo criterios 

como el mínimo vital, lo que se alinea con estándares internacionales 

y responde a la problemática real que enfrenta Guanajuato. En ese 

sentido, merece destacarse el compromiso social y de derechos 

humanos que impulsa esta propuesta, así como la intención de 

promover una mayor transparencia y equidad en la distribución del 

recurso hídrico en escenarios de escasez. 

Más, es pertinente señalar —con el ánimo de colaboración 

institucional— que algunos aspectos técnicos podrían requerir un 

análisis más detallado, particularmente en lo referente a la distribución 

de competencias entre Ayuntamientos y organismos operadores. 

Resulta importante valorar cuidadosamente cómo las modificaciones 

propuestas podrían incidir en la operatividad diaria del servicio y en la 

certeza jurídica respecto a la gestión del agua, así como su relación 

con el marco normativo federal en materia de aguas nacionales. La 

búsqueda de equilibrio entre la rectoría municipal y la función técnica 

especializada será clave para el éxito de la reforma. 
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La iniciativa constituye una aportación positiva al debate 

legislativo, que permite reforzar el derecho humano al agua y la 

sustentabilidad en su gestión. Aun así, desde una perspectiva técnico-

jurídica, será enriquecedor que se valoren algunos puntos o precisiones 

que permitan garantizar que las reformas propuestas además de justa 

también resulte operativamente viables y respetuosas del marco 

constitucional y legal vigente.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 


